















La Propiedad Privada en Colombia a partir de su origen en la Comisión Quinta de la 
Asamblea Nacional Constituyente de 1991 
Private Property in Colombia from its origin in the Fifth Commission of the National 
Constituent Assembly of 1991 
Lizeth Castro Avendaño* 
Resumen: 
El concepto de propiedad privada vigente en Colombia se estableció en la Constitución 
Política de 1991, con perspectivas totalmente incompatibles a la doctrina jurídica clásica, 
resultando en un derecho novedoso que en la mayoría de entes sociales y gubernamentales 
dentro del ordenamiento jurídico colombiano no ha sido plenamente alcanzando. 
En este artículo se analizan los debates sobre propiedad privada llevados a cabo por la 
Comisión Quinta de la Asamblea Nacional Constituyente, con el fin de establecer y 
redescubrir en base a la teoría crítica, la concepción política e ideológica de la propiedad 
privada como derecho económico, social y ecológico, a partir del cual se construyó una nueva 
estructura jurídica, con implicación directa sobre las distintas manifestaciones del derecho 
colombiano.  
Abstract:  
The current concept of private property in Colombia was established in the Political 
Constitution of 1991, with completely incompatible perspectives to the classical legal 
doctrine, resulting in a novel right that in most social and governmental entities within the 
Colombian legal system has not been fully reached. 
This article analyzes the debates on private property carried out by the Fifth Commission of 
the National Constituent Assembly, in order to establish and rediscover, on the basis of 
critical theory, the political and ideological conception of the private property as an 
economic, social and ecological right, from which a new legal structure was built, with direct 
implication on the different manifestations of Colombian law. 
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La estructura jurídica vigente sobre el derecho a la propiedad privada en Colombia tuvo su 
origen en la Asamblea Nacional Constituyente de 1991, la cual se originó a partir de 
diferentes eventos políticos, sociales, culturales y legales, que generaron en la conciencia 
colectiva del país la necesidad de crear un nuevo ordenamiento jurídico.  
A finales de la década de los años 80, Colombia estaba sumida en una profunda crisis dada 
por el narcotráfico, la guerra civil latente y la conmoción interior secundaria a los constantes 
ataques terroristas, surgió un descontento generalizado hacia el régimen político y la 
corrupción gubernamental, al considerar que no se estaban haciendo cumplir los valores, 
principios, derechos y obligaciones proclamadas en la constitución.  
Esta sumatoria de factores dio origen a un movimiento integrado por estudiantes, periodistas 
e intelectuales, que promovió en el pueblo colombiano la motivación para generar un cambio 
en la Constitución Política, el cual no tuviera su inicio en el congreso, considerando que sería 
una modificación amañada que no lograría lo que se pretendía en aquel momento.  
Ahora bien, como la idea fundamental de la reforma era que no se originara en el parlamento 
colombiano, fue necesario abrir puertas a una asamblea constitucional que no trasgrediera lo 
planteado en la Constitución frente a la reforma, por ello se consideró acudir al constituyente 
primario, es decir, a la población colombiana para que como autoridad suprema manifestara 
su voluntad.  
Mientras se ideaba y construía la mejor manera de propiciar la reforma, ocurrieron 4 
asesinatos de candidatos a la presidencia. El homicidio en octubre de 1987 de Jaime Pardo 
Leal, perteneciente al partido de la Unión Patriótica fue declarado en 2014 por la Fiscalía 
General de la Nación como crimen de lesa Humanidad, al tomar en consideración que los 
miembros de la unión patriótica padecieron un genocidio concertado por miembros de la 
política, funcionarios estatales, paramilitares y narcotraficantes con la meta de impedir que 
los representantes de ideologías de izquierda ascendieran al poder (Cepeda Castro, 2006; 
Ortiz Palacios, 2008).  
Después del magnicidio de Pardo Leal, la dirigencia de la Unión Patriótica fue asumida por 
Bernardo Jaramillo Ossa, el cual en su juventud fue militante del partido comunista 
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colombiano, era senador y candidato a la presidencia de Colombia cuando fue asesinado en 
marzo de 1990 (Hernández Mora, 2016; Tobar Torres, 2015). 
Luis Carlos Galán Sarmiento, dirigente del partido Liberal y candidato a la presidencia de 
Colombia, según consulta popular seria el presidente de las elecciones de 1990, fue asesinado 
en agosto de 1989, mientras daba un discurso en Soacha, Cundinamarca. Los autores 
intelectuales fueron Jaime Eduardo Rueda Rocha, Henry de Jesús Pérez, Carlos Castaño Gil, 
Pablo Escobar, Gonzalo Rodríguez Gacha, Alberto Santofimio Botero. Su sucesor político 
fue César Gaviria, quien resultó electo presidente en estas trágicas elecciones (Gaitán 
Mahecha, 2009; Roa Suarez, 2009). 
Carlos Pizarro Leongómez, fue el máximo comandante de la organización guerrillera 
Movimiento 19 de abril, abreviado M-19, abandonó las armas, firmo la paz con el gobierno 
y se reintegró a la vida civil, fue candidato a la presidencia representando el grupo político 
alianza democrática M-19 y en abril de 1990 fue asesinado, su crimen fue declarado de lesa 
humanidad y aún no hay claridad de quien realizo su asesinato, su sucesor político fue 
Antonio Navarro Wolff (Gómez-Suárez, 2018; Luna Benítez, 2006). 
La suma de todo lo anterior, conmovió y frustro a la juventud del país, haciéndolos considerar 
a Colombia como un Estado fallido y a la Constitución Política de 1886 vigente en el 
momento, como un documento con muy poca utilidad, por lo cual reclamaban una nueva 
carta magna para el estado. 
Así nació el movimiento estudiantil denominado La Séptima Papeleta, el nombre se acuñó 
debido a que para la época no existía el actual tarjetón y las votaciones se realizaban usando 
6 papeletas; la primera, para el senado; la segunda, para cámara de representantes; la tercera, 
asambleas departamentales; la cuarta, juntas administradoras locales; la quinta, concejos 
municipales y la sexta, alcaldías; por lo tanto, se propuso crear una séptima papeleta en la 
que cada votante manifestaría su apoyo o rechazo frente a la convocatoria de una asamblea 
nacional constituyente (Torres Forero, 2007). 
Fue tan alto el resultado de la manifestación de la voluntad del constituyente primario de 
apoyar la Asamblea Nacional Constituyente que el gobierno se vio en la necesidad de crear 
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un decreto de estado de sitio, permitiendo el conteo de los votos para decidir el futuro de la 
asamblea dentro de las elecciones presidenciales de 1990 (Lemaitre Ripoll, 2016). 
Entonces, en diciembre de 1990, se eligieron mediante voto popular los 70 representantes de 
la constituyente de manera muy heterogénea, lo cual significo una verdadera unión entre 
todos los actores del sistema.  El presidente Gaviria  aprovechando esta asamblea, para 
favorecer e impulsar las negociaciones de paz con distintos grupos guerrilleros les dio la 
posibilidad de tener 4 representantes; 2 para el Ejército Popular de Liberación, quienes tenían 
voz y voto; 1 del grupo Revolucionario de los Trabajadores y 1 del Grupo Guerrillero Quintín 
Lame, ambos con voz pero sin voto (Salgar Antolínez, 2016). 
 Ahora bien los demás partidos políticos que contaban con voz y votó dentro de la asamblea 
eran el Partido Liberal, La Alianza Democrática M-19, El Movimiento de Salvación 
Nacional, el Partido Conservador, el Movimiento Unión Cristiana, la Unión patriótica y las 
Autoridades Indígenas de Colombia (AICO) (Red Cultural Banco de la Republica, 2017). 
 La asamblea nacional constituyente como primer acto de funcionamiento, el 5 de febrero de 
1991 decidió instalar su mesa directiva la cual quedo presidida por Antonio Navarro Wolff 
del M-19, Álvaro Gómez Hurtado del movimiento de Salvación Nacional y Horacio Serpa 
del partido Liberal. 
Adicionalmente, se dispuso que la asamblea iba a estar organizada o dividida en cinco 
comisiones permanentes, la primera que trataba los principios, los derechos y la reforma 
constitucional; la comisión segunda, la autonomía regional; la comisión tercera, las reformas 
al gobierno y al congreso; la comisión cuarta, la administración de justicia y ministerio 
público y la comisión quinta, los temas económicos, sociales y ecológicos (Red Cultural del 
Banco de la Republica, 2017). 
El proceso para el nuevo pacto social duró hasta el 4 de julio de 1991, es decir, la nueva 
constitución se creó en 5 meses y estaba compuesta por 380 artículos definitivos y 60 
transitorios, tuvo 14 títulos y cada título se subdividió en capítulos (Obregon, 1991). A 
continuación se describe y analiza como la Comisión Quinta se encargó de postular y debatir 
el alcance, concepto, elementos y clase de la propiedad privada y su origen constitucional de 




2.1. Objetivo General  
Extraer de los debates de la Asamblea Nacional Constituyente, que dio lugar a la Constitución 
Política de 1991 en Colombia, la concepción político-ideológica de la propiedad privada, 
sobre la cual se construyó una nueva estructura jurídica, con implicación directa sobre las 
distintas manifestaciones del derecho colombiano.  
2.2. Objetivos Específicos 
2.2.1. 1dentificar los debates de la Asamblea Nacional Constituyente sobre propiedad 
privada. 
2.2.2. Analizar con base en la teoría crítica las tendencias políticas e ideológicas desde las 
cuales se construyó el concepto de propiedad privada. 
2.2.3. Identificar las proyecciones de dicha concepción sobre la construcción jurídica de la 
propiedad privada. 
3. Justificación 
En la actualidad se considera que el tema y el análisis sobre la propiedad privada están 
agotados y que sus orígenes en el derecho clásico, evidenciados en nuestro caso en el Código 
Civil Colombiano, permiten comprender el concepto y el alcance de la propiedad. Sin 
embargo, dicho enfoque no es suficiente para explicar fenómenos provenientes de este 
concepto desde la Constitución, puesto que el Código civil presenta un alcance parcial sobre 
lo que se propuso en la carta magna.  
Así mismo, el tema de la propiedad ha sido abordado de diversas maneras por múltiples 
autores en la bibliografía especializada, dejando de lado el estudio de la propiedad privada 
desde su génesis en la constituyente como derecho económico, social y ecológico (Alvarez 
Caperochipi, 1983; Casas, 1982; Castro-Ayala, 2017; De Barcellos, 2008; Flórez-Acero, 
Salazar, Durán, Rodríguez-Flórez, & Sierra-Marulanda, 2017; Herrera Robles, 2011; López-
Murcia & Maldonado-Colmenares, 2009; Novoa Monreal, 1979; Tovani, 2014; Valencia 
Zea, 1982).  
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En consecuencia, se hace preciso redescubrir el derecho a la propiedad privada desde sus 
orígenes, para lo cual la fuente primaria son, sin duda, las actas de la Asamblea Nacional 
Constituyente. Del mismo modo, en la mayoría de entes sociales y gubernamentales, se tiene 
a la propiedad privada como un factor importante y determinante a la hora de construir país, 
pero se encuentra olvidada y tergiversada la idea que se quiso introducir de la propiedad 
como derecho económico, social y ecológico dentro del ordenamiento jurídico colombiano. 
 Por ello, este trabajo pretende traer a primer plano el derecho a la propiedad privada con la 
intención de ponerlo en la palestra pública, puesto que junto a la familia, la propiedad es uno 
de los pilares fundamentales de la sociedad, ya que aporta uno de los sustentos básicos para 
la armonía y la felicidad del hombre, al proveerle un mecanismo mediante el cual se puede 
realizar.  
4. Metodología 
El presente artículo resultado de investigación es un documento con enfoque deductivo, que 
presenta mediante el método dogmático y crítico, de forma descriptiva el análisis realizado a 
la información encontrada al efectuar una búsqueda bibliográfica en la base de datos SciELO, 
revistas especializadas, artículos de investigación, artículos de prensa, normas jurídicas, 
páginas web, libros de referencia especializados y actas de los debates de la Comisión Quinta 
de la Asamblea Nacional Constituyente, a partir de las cuales se realizó una revisión ordenada 
que pretende sintetizar desde una perspectiva multifactorial la ideología con que se conformó 
y se concibió el derecho a la propiedad privada en la Constitución Política de 1991. 
5. Análisis de los debates de la comisión quinta de la Asamblea Nacional 
Constituyente de 1991 sobre la propiedad privada 
 A continuación se presentan de forma analítica los principales hechos ocurridos durante las 
sesiones desarrolladas por la comisión quinta de la asamblea nacional constituyente, es decir, 
se indican cuáles fueron y como se dieron los debates frente al  artículo 58 de la Constitución 
Política de Colombia, que hace referencia al derecho a la propiedad privada en nuestro país 
(Constitución Política de Colombia, 1991). 
El artículo 58, fue debatido 15 veces durante los meses de abril a junio de 1991, su primer 
debate tuvo lugar en la comisión primera el 8 de abril, luego en la comisión conjunta el 24 y 
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el 30 de abril, en la comisión codificadora el 17 y 19 de junio, en las plenarias el 10, 14, 29 
y 30 de junio de 1991. Y los debates dados en la comisión quinta, que son el principal 
fundamento para el entendimiento de la propiedad como derecho económico, social y 
ecológico y son en los que se desarrolla esta investigación, se dieron el 16, 17, 18, 19, 22 y 
23 de abril de 1991.  
5.1. Primer Debate, 16 de abril de 1991, comisión quinta: 
Se hizo verificación del quórum con la presencia de los constituyentes Jaime Benítez Tobón, 
Álvaro Cala Hederich, Tulio Cuevas Romero, Angelino Garzón, Guillermo Guerrero 
Figueroa, Helena Herrán de Montoya, Oscar Hoyos Naranjo, Carlos Lemos Simmonds, 
Rodrigo Lloreda Caicedo, Iván Marulanda Gómez, Rafael Ignacio Molina Gualdo, Mariano 
Ospina Hernández, Carlos Ossa Escobar, Jesús Pérez González-Rubio, Guillermo Perry 
Rubio, Carlos Rodado Noriega, Germán Rojas Niño, Antonio Yepes Paira. A continuación 
se realizó la lectura de la ponencia y el articulado sobre propiedad (Asamblea Nacional 
Constituyente, 1991a). 
Los constituyentes decidieron hacer un debate cerrado frente al estudio del tema de la 
propiedad privada y como debería ser el cuerpo del articulado. Luego tendrían la opción de 
presentar su informe a la comisión primera y hacer un debate conjunto, puesto que existía la 
sensación común en los integrantes de la comisión quinta que el tema debía ser tratado entre 
ambas y si esa comisión no se encontraba preparada, procederían a esperar y debatir sobre 
otro tema (Asamblea Nacional Constituyente, 1991a). 
Se dio lectura al articulado sobre la propiedad redactado por la subcomisión primera, 
compuesta por Guillermo Perry Rubio, Jaime Benítez, Angelino Garzón, Tulio Cuevas, 
Guillermo Guerrero e Ivan Marulanda, este último trajo a colación al Doctor Gerardo Molina 
y su análisis sobre la reforma constitucional de 1936, el cual refería que la propiedad es un 
tema de máxima importancia en la constitución  (Asamblea Nacional Constituyente, 1991a;  
Cataño, 2004; Melo González, 1991). 
El constituyente Marulanda también resaltó el valor dentro del ordenamiento jurídico de la 
propiedad y las confrontaciones históricas que han ocurrido desde todas las corrientes y 
sociedades. Realizó un recorrido sobre las perspectivas que se acogieron en la historia sobre 
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la propiedad, en el Derecho Romano se consideraba como un derecho natural, en la 
revolución francesa y posteriormente en el código napoleónico, se entendió como un derecho 
derivado de lo natural, es decir, estrictamente humano con un carácter individual intrínseco, 
luego en el análisis sobre América, mencionó la adopción por parte del estado colombiano 
del código civil chileno, el cual fue creado asumiendo prácticamente todo el código 
napoleónico (Asamblea Nacional Constituyente, 1991a).  
Así mismo, destacó que en la constitución política de 1886 se consideró que el interés público 
primaba sobre el particular y el importante valor jurídico, de función social, otorgado a la 
propiedad en la reforma de 1936. Aseveró que luego de analizar los proyectos y conceptos 
mundialmente conocidos y estudiados, los constituyentes poseían la obligación, como 
comisión encargada en el contexto de una Asamblea Nacional Constituyente, de darle al 
concepto de propiedad una interpretación desde la modernidad requerida por la situación en 
que se encontraba Colombia de una manera respetuosa y sólida (Asamblea Nacional 
Constituyente, 1991a).  
El Doctor Marulanda, explicó que con el primer inciso del primer artículo sobre el derecho 
de propiedad se intentó proscribir a las 2 clases de propiedad existentes en el sistema 
colombiano, destacando que no se encontraban normadas dentro de la constitución. El primer 
tipo es la propiedad solidaria y propia, el segundo, es la propiedad estatal, ambos tipos deben 
de ser considerados dentro de la función social para que el titular no ejerza de mala manera 
sobre ellos y no persiga únicamente el capital económico, sino que también se establezca 
como manera de obtener empleo, distribuir servicios, producir bienes, mejorar la calidad de 
vida. Por otra parte, frente a la propiedad estatal concibió que se debía regular, dado que de 
la manera en la que se encontraba funcionando era un grave impedimento en la búsqueda de 
lograr el fortalecimiento económico del país (Asamblea Nacional Constituyente, 1991a). 
En el segundo inciso se reiteró lo consagrado frente a la función social de la propiedad, al 
reflexionar sobre la importancia que generaba reproducir esta característica dada la situación 
del país, adicionalmente, se trajo a colación la función ecológica asignada a la propiedad 
considerando que ese es el derecho del futuro y se realizó en pro de mundo entero, con la 
intención de que la propiedad tuviera responsabilidad ambiental en nombre de la nación y 
recalcando que para los proyectos del país a largo plazo la adecuada manutención ambiental 
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es fundamental si se pretende la sobrevivencia de la especie (Asamblea Nacional 
Constituyente, 1991a). 
El tercer inciso abordó el alcance y los límites de la democracia en los aspectos económicos 
como sociales, entendiendo a la propiedad como un derecho que tiene un objetivo 
fundamental dentro del futuro que se plantea para Colombia, en lugar de una prerrogativa 
proporcionada por el concepto de democracia. Entendiendo que a través de ella se puede 
consolidar la paz, dado que la propiedad es uno de los factores básicos mediante el cual los 
seres humanos se realizan y al lograr su buen uso se obtiene estabilidad social, economía, 
ambiental, entre otras (Asamblea Nacional Constituyente, 1991a).   
El cuarto inciso se refería a la expropiación, la cual tiene como fin hacer respetar la utilidad 
pública y el interés social intrínseco de la propiedad, lo cual ya se encontraba establecido 
desde la anterior Constitución, sin embargo, se añadió el concepto novedoso de que el 
proceso de expropiación debe obedecer a un mandato judicial y no realizarse de manera 
administrativa, puesto que a pesar de que en Colombia las decisiones tienen un fuerte arraigo 
político no se ha realizado el procedimiento necesario para que ello se vea reflejado, es decir, 
se plantea la obligación de responder a las expectativas que la sociedad tiene en base al 
contexto en que se vive y es precisamente con el objetivo de eliminar la desconfianza 
colectiva hacia los partidos o agrupaciones políticas al considerar que no cumplen con los 
requerimientos comunes (Asamblea Nacional Constituyente, 1991a). 
Así pues, la expropiación se fundamenta en la ley, para que no sea el administrador quien 
con la intención de cumplir con sus propios proyectos la emplee de mala forma, sino que su 
administración sea acorde a las normas fijadas para que “en Colombia se puedan materializar 
los proyectos sociales en consonancia con los procesos políticos que se dirimen en las urnas 
a través de las deliberaciones públicas que coordinan los partidos y la comunidad en general” 
(Asamblea Nacional Constituyente, 1991a, p. 65). Aunado a ello, se indica también la 
utilización de la expresión compensación y no indemnización, ya que esta última se usa 
cuando existe un daño y como la expropiación obedece al interés social y bienestar general 
no hay daño (Asamblea Nacional Constituyente, 1991a). 
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En el quinto inciso, se reitera y continua consolidando lo referente al desarrollo de la 
compensación buscando especificar que hay expropiaciones sin compensación, debido a que 
es un salvaguarda para la propiedad, considerando pertinente que los titulares sepan 
exactamente en qué situaciones puede ocurrir tal evento y que este no obedece a una voluntad 
particular sino que se encuentra indicado en casos claramente tipificados (Asamblea Nacional 
Constituyente, 1991a). 
En el sexto inciso del primer artículo, ocurre un cambio frente al entendimiento de la 
propiedad intelectual, puesto que se considera que abarca tanto los temas de pertenencia de 
bienes en el concepto tradicional, así como a materiales artísticos, tecnológicos, literarios, 
entre otros (Asamblea Nacional Constituyente, 1991a). 
El artículo segundo solo presentó una modificación y es que el gobierno en los casos de 
guerra exterior puede decretar la expropiación, puesto que en dicha situación la propiedad 
pasaría a considerarse como una riqueza propia al estado y sería utilizada para defender los 
intereses nacionales (Asamblea Nacional Constituyente, 1991a).  
El artículo tercero se refería a la confiscación y la proponía en los casos de enriquecimiento 
ilícito, debido al deterioro social del país y para castigar a quienes en su actuar ilegal ostentan 
sus propiedades y patrimonios generando la idea en la sociedad de que los actos ilegítimos 
generan grandes provechos y beneficios sin tener en cuenta las grandes problemáticas que 
sobrevienen con tales comportamientos (Asamblea Nacional Constituyente, 1991a).   
El artículo cuarto hacía alusión a la enajenación de participaciones estatales en empresas y 
establecía que las ofertas provenientes de organizaciones solidarias tienen la primera opción 
cuando va a venderse una propiedad del estado (Asamblea Nacional Constituyente, 1991a).   
El artículo quinto aludía a la seguridad jurídica, garantizando los derechos adquiridos con 
justo título y declaraba inembargables, imprescriptibles e inalienables los bienes de uso 
público, los parques naturales, las tierra de resguardo, el patrimonio familiar y los demás 
determinados por ley, de esta forma terminó la exposición del Doctor Marulanda (Asamblea 
Nacional Constituyente, 1991a). 
Seguido a ello, se declaró sesión permanente y se abrió el debate, el primero en hacer una 
intervención fue el Doctor Carlos Lemos, quien refirió tener ciertas consideraciones en 
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cuanto a la redacción del articulado y sobre conceptos que a su parecer, no son claros. Así 
pues manifiesta su preocupación frente al significado del concepto de propiedad estatal, 
puesto que es necesario saber a cuales bienes se refiere esa propiedad, si a las rentas, bienes 
fiscales y de uso público (Asamblea Nacional Constituyente, 1991a).  
De igual forma planteó el interrogante sobre la procedencia de la expropiación, así como 
quien expropiaría de sus bienes al mismo estado y si se haría en nivel jerárquico; también 
sobre qué sucede con la calidad que se le da a algunos bienes de imprescriptibles, 
inembargables e inalienables (Asamblea Nacional Constituyente, 1991a).  
Así mismo, cuestiono sobre el significado de la propiedad solidaria y como se abordaría dicha 
propiedad en base a la expropiación, pues desde su punto de vista, eran conceptos que no 
estaban siendo aclarados satisfactoriamente.  También presentó acotaciones frente a la 
redacción para hacerla más clara y entendible y advierte de la necesidad de definir límites 
claros en el articulado, al considerar que hay frases que se prestan a la confusión, como la 
expresión de que cualquiera puede alcanzar la propiedad, con la cual una persona podría 
referir que está actuando bajo el amparo de la Constitución, al usar métodos como la 
extorsión y el hurto, para  alcanzarla, por lo tanto consideraba necesario hacer la aclaración 
que cualquiera tiene derecho a acceder a la propiedad pero en base a la ley (Asamblea 
Nacional Constituyente, 1991a). 
Adicionalmente presentó inconformismo frente al inciso en el que se protege a la propiedad 
privada al manifestar que es necesario indicar que se protege también a la propiedad 
intelectual. Frente al segundo artículo, expresó que es posible mejorarlo, puesto que viene 
desde la constitución de 1886 y hace ver a la ocupación y a la expropiación como sinónimos, 
a pesar de que son conceptos independientes (Asamblea Nacional Constituyente, 1991a).  
Sobre el tercer artículo expuso que en la enajenación de bienes del estado y la preferencia en 
estos casos para las organizaciones solidarias, se debe dejar claro algún mecanismo para que 
dicha preferencia no genere malos negocios para el estado, sino se pueda decidir 
considerando los intereses de la nación (Asamblea Nacional Constituyente, 1991a).   
Continua la intervención la Doctora Helena Herrán argumentando que está de acuerdo con 
los comentarios hechos por el Doctor Lemos en lo referente a la garantía de la propiedad y 
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frente a la propiedad solidaria puesto que en el futuro se pueden presentar situaciones 
indeseables, en el caso de que algunas empresas solidarias sean manipuladas por otras 
grandes y compren en su calidad de preferencia al estado a bajo precio y vendan el bien a la 
gran empresa y esta luego ponga al comercio con precios suntuosos la antigua propiedad que 
el mismo Estado vendió como irrisoria (Asamblea Nacional Constituyente, 1991a).   
Además, manifestó su preocupación frente a la expropiación administrativa tratada en el 
inciso cuarto, porque a su modo ver, predispone a un ambiente de corrupción dado que 
cuando alguien decreta y simultáneamente tasa una obra, se produce una situación propicia 
para que existan irregularidades. En cuanto al tema de la confiscación, la delegataria expresó 
su interés, ya que lo consideraba un buen correctivo para sancionar a las personas que hacen 
que Colombia se vea lastimada, al hacer que la propiedad pierda su esencia y características 
constitucionales (Asamblea Nacional Constituyente, 1991a).  
Frente a la consideración de dotar del carácter de inembargables, inalienables e 
imprescriptibles a ciertos bienes públicos, consideró que el artículo no debe ser tan estricto 
puesto que no da lugar para que el legislador configure lo propio frente a este.  Se levantó y 
finalizo la sesión (Asamblea Nacional Constituyente, 1991a).   
5.2. Segundo Debate, 17 de abril de 1991, comisión quinta: 
Se decidió continuar con el debate sobre la propiedad. El constituyente Pérez inició su 
intervención al hablar sobre la enajenación de los bienes del Estado y la preferencia a las 
sociedades solidarias, trayendo a colación el proyecto que él presento sobre este tema. 
Argumentó que esa preferencia iba en contravía con la democracia, porque el estado debe 
proponer todos los medios para que el conglomerado social en general, sin preferencias, 
pueda y tenga el derecho a la propiedad (Asamblea Nacional Constituyente, 1991b). 
Seguidamente pasa al tema de la ocupación en caso de guerra exterior manifestando que este 
articulo tiene un vacío, al no hacer alusión a las diferencias entre los bienes muebles de los 
inmuebles, también afirmó que la propiedad no puede ser clasificada de la forma en que se 
está disponiendo como estatal, privada o solidaria, porque en cada una hay alcances, y 
contenidos diferentes (Asamblea Nacional Constituyente, 1991b).  
15 
 
En cuanto al tema de la compensación expresó que a su juicio este término no es el indicado 
en el contexto de la expropiación, dado que la compensación hace referencia a la situación 
en que existen dos deudas que se extinguen mutuamente. También precisó que la redacción 
en el artículo de seguridad jurídica no es la mejor, porque al hablar de justo título y aclarar 
que este debe estar de acuerdo a la ley se está incurriendo en una redundancia (Asamblea 
Nacional Constituyente, 1991b).  
El constituyente Rodrigo Lloreda, manifestó que la única clasificación que se puede hacer 
frente a la propiedad, es dividiéndola entre privada y pública, y por su parte la propiedad 
solidaria representa un subconjunto de la propiedad privada.  También mencionó que el 
derecho a la propiedad no es una función social, sino que tiene una función social, lo cual 
genera otras consecuencias, y asume las palabras del constituyente Pérez para afirmar que la 
compensación no es acorde en los términos de expropiación y que la confiscación únicamente 
procede cuando hay enriquecimiento ilícito (Asamblea Nacional Constituyente, 1991b).  
A continuación, el constituyente Guillermo Perry manifestó que la expropiación se puede 
realizar de forma administrativa en los casos de reforma urbana, agraria, obras públicas y 
planes de vivienda. También argumentó que no debía de existir ninguna indemnización 
puesto que la expropiación no genera daños (Asamblea Nacional Constituyente, 1991b).    
 Tomó la palabra el presidente de la asamblea, Doctor Carlos Ossa, proponiendo claridad en 
definiciones y que se proteja únicamente la propiedad privada, porque la solidaria deviene 
de la primera como ocurre con otras como: la cooperativa, solidaria, asociadas, etc. 
(Asamblea Nacional Constituyente, 1991b).  
De igual forma, expresó su interés en aclarar el tema de la propiedad y la función social, y 
resalta la importancia de aclarar términos, alegando que no es igual expresar que es una 
función social, a que tiene una función social, y también argumentó que al presupuestar el 
medio ambiente sano se estaría dando a entender que esta fuera del bien común (Asamblea 
Nacional Constituyente, 1991b). 
Continuó su intervención, haciendo precisión en el inciso que proponía que todos los 
ciudadanos tienen derecho a acceder a la propiedad, refiriendo que es necesario poner límites, 
aclarando quiénes son todos y proponiendo dejar abierto lo referente al derecho a la 
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propiedad, así no se entra a especificar a cuál de las categorías se hace alusión sino se 
incluyen todas (Asamblea Nacional Constituyente, 1991b).   
Prosiguió con el tema de la expropiación, refiriendo su preferencia por la indemnización al 
tratarse de un tema evidentemente económico, frente a la compensación, la cual hace 
referencia a leyes civiles. También aclaró que la expropiación administrativa ya existía en la 
reforma urbana, donde se le otorgaba a los alcaldes la posibilidad de expropiar y aunque en 
aquel momento no había ocurrido, el delegatario expuso su preocupación frente a tal facultad 
considerando que pueden ocurrir expropiaciones con intereses políticos o económicos y por 
lo tanto debe estar regulada por la ley (Asamblea Nacional Constituyente, 1991b).  
En el inciso referente a la propiedad intelectual manifestó que debe agregarse la protección 
sobre la propiedad industrial, y sobre la ocupación en guerra exterior anotó la ausencia de 
diferenciación entre un bien mueble de un inmueble, y que en los casos en que no haya 
devolución hay derecho a la indemnización (Asamblea Nacional Constituyente, 1991b).  
El Constituyente Ossa expresó su conformidad ante la confiscación, pues estaba de acuerdo 
con su razón de ser como castigo hacia los que se quieran enriquecer ilícitamente, pero afirmó 
que al admitir la confiscación era necesario un procedimiento para su ejecución, y que de no 
regularse se debía considerar la expropiación sin indemnización (Asamblea Nacional 
Constituyente, 1991b).  
Sobre la enajenación de los bienes del Estado y la preferencia para las sociedades solidarias 
comentó que eran propuestas con una buena intención, pero que debía seguirse la búsqueda 
de la inclusión y la democratización, reflexionando sobre un sistema de preferencias en el 
que el estado también vea utilidades. En el tema de seguridad jurídica, el Doctor Ossa aseguró 
que el término acuerdos civiles, debía eliminarse, pues hacía referencia a una época en que 
esa era la única ley, sin embargo en la actualidad el uso de expresiones como, de acuerdo o 
en términos de ley era suficiente (Asamblea Nacional Constituyente, 1991b).   
Entra en el debate el delegatario Angelino Garzón, quien consideró que frente a la propiedad 
solidaria debería crearse un inciso diferenciándola de la privada y a la estatal, y que se debía 
tener cuidado de caer en el yerro de terminar privatizando lo estatal en el entendido de 
favorecer la solidaridad (Asamblea Nacional Constituyente, 1991b).  
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Ante la afirmación de que todos tienen derecho a acceder a la propiedad afirmó que era 
necesario dejar claro en el articulado que solo se puede acceder de manera legal, y en lo 
referente a la propiedad intelectual manifestó que esta puede englobar las diferentes 
propiedades habidas y por ende consideró oportuno hacer tal acotación (Asamblea Nacional 
Constituyente, 1991b). 
Expresó estar de acuerdo en que los bienes del estado son inembargables, imprescriptibles e 
inalienables pues tal enunciado brinda protección al tesoro público. La intervención del 
Doctor Garzón cerró esta sesión (Asamblea Nacional Constituyente, 1991b). 
5.3. Tercer Debate, 18 de abril de 1991, comisión quinta: 
En esta sesión se realizó la votación para escoger el articulado en temas como el medio 
ambiente y el derecho colectivo, además, se brindó el espacio para intervenciones de líderes 
sindicales y gremiales. Se verifico la presencia de quorum decisorio (Asamblea Nacional 
Constituyente, 1991c). 
La intervención de los representantes de asociaciones y gremios como ACOPI  (Asociación 
Colombiana de Micro, Pequeños y Medianos Empresarios, 2017), ACOPLASTICOS 
(Asociación Colombiana de Industrias Plásticas, 2018), ANDI (Asociación Nacional de 
Empresarios de Colombia, 2018), ASOBANCARIA  (Asociación Bancaria y de Entidades 
Financieras de Colombia, 2016), CAMACOL (Cámara Colombiana de la Construcción, 
2017),  FASECOLDA (Federación de Aseguradores Colombianos, 2018), FENALCO 
(Federación Nacional de Comerciantes, 2018) y SAC (Sociedad de Agricultores de 
Colombia, 2013) fue realizada por el vocero de los gremios, Doctor Jorge Humberto Botero 
(Asamblea Nacional Constituyente, 1991c). 
Se expresaron las propuestas que integraban las opiniones de estas asociaciones frente a la 
economía, la empresa privada y la libre iniciativa, las cuales se resumían en un documento 
dividido en dos partes, la primera parte correspondía a la explicación filosófica que pretendía 
manifestar la trascendencia que tiene el sector privado para el desarrollo del país en pro de la 
riqueza colectiva, y la segunda parte, representaba el articulado propuesto por las 
agremiaciones nacionales (Asamblea Nacional Constituyente, 1991c). 
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El Doctor Botero, criticó que el modelo económico del país estuviese dirigido por el Estado 
puesto que es una contradicción frente a los preceptos de libertad, de crecimiento empresarial 
y de empresa privada, argumentó que en Colombia, supuestamente el modelo adoptado es el 
liberal, en el que el estado interviene lo mínimo posible y cuando lo hace su intervención 
tiene límites claros que persiguen ciertos objetivos. Así mismo resaltó que es inadmisible 
creer que la propiedad es una función social en sí, dado que es un derecho y posee unas 
características que lo conforman como tal (Asamblea Nacional Constituyente, 1991c). 
También manifestó que los gremios están en acuerdo con que el interés general debe primar 
sobre el particular, por lo tanto, la expropiación tiene razón de ser, pero con la salvedad de 
ser revisada por un mandato judicial para verificar su legalidad y a la vez una plena 
indemnización al propietario, retornándole el valor exacto de lo expropiado. Así mismo, 
expreso las opiniones de las asociaciones comerciales en temas como las competencias del 
congreso, el régimen constitucional de la moneda, la ley de presupuesto, la reforma al control 
fiscal, y por último, los monopolios fiscales  (Asamblea Nacional Constituyente, 1991c). 
A continuación, se realizó una ronda de preguntas por parte de los delegatarios, inició el 
Doctor Carlos Ossa interrogando sobre las implicaciones que tiene en el desarrollo de las 
normas la diferenciación entre propiedad como función social o con función social, y en qué 
medida se afecta el desarrollo de esta norma por la capacidad del Estado para garantizar la 
función social de la propiedad (Asamblea Nacional Constituyente, 1991c).  
El exponente manifestó que las objeciones presentadas por el conglomerado de asociaciones 
son de carácter lógico más no político, haciendo hincapié en que por el ambiente 
gubernamental de la nación, la propiedad y la función social son aspectos muy relevantes.  
Las demás preguntas corresponden a temas que no son pertinentes para esta investigación. 
Se continuó la sesión debatiendo el artículo que establece al medio ambiente como 
patrimonio común de la nación, remarcando la necesidad de una aclaración para que se 
entienda que los propietarios son todos los colombianos, pero que la titularidad la ejerce la 
nación, brindando una protección sobre estos (Asamblea Nacional Constituyente, 1991c).  
Los constituyentes Marulanda, Ospina, Perry, Garzón, Rodado y Herrán, hicieron varias 
propuestas para corregir el articulado en términos de redacción con el fin de que se entendiera 
claramente lo que el artículo pretendía, declarando al ambiente como un patrimonio de todos, 
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sin embargo, surgió el debate sobre si se debe incluir en el articulo la aseveración de que el 
ambiente se encuentra al servicio de las generaciones presentes y futuras (Asamblea Nacional 
Constituyente, 1991c).   
El Doctor Pérez propuso más sencillez en la redacción en lugar de mayor terminología que 
estaría implícita en el artículo, pero el Doctor Benítez, refirió que era imperativo darle un 
mensaje a la generación actual sobre su responsabilidad en la conservación, el mantenimiento 
y la preservación del medio ambiente para las generaciones venideras (Asamblea Nacional 
Constituyente, 1991c). 
El Doctor Perry, resaltó la calidad de derecho al que está supeditado el ambiente para las 
personas vivas colombianas, y la obligación de estas últimas de conservarlo adecuadamente 
para las futuras. Por lo que se opuso a la supresión de dicho enunciado. Por su parte, el Doctor 
Ospina, afirmó que se pretendían mezclar dos conceptos diferentes, como el de medio 
ambiente y el de patrimonio, y solicitó aclarar si los colombianos sobre el medio ambiente 
son propietarios o tienen un derecho (Asamblea Nacional Constituyente, 1991c).  
El constituyente Marulanda, manifestó que se debía aclarar el carácter social y cultural del 
medio ambiente y a su vez resaltó la importancia de debatir sobre el medio ambiente en la 
cultura colombianaa, con el objetivo pedagógico de mostrarles a las personas que tienen este 
derecho, pero que deben actuar pensando en los que vienen después de ellos. Así mismo, la 
Doctora Herrán, remarcó que se ha arraigado en la cultura popular que el ambiente es algo 
que se puede consumir sin respeto y sin cuidado alguno  (Asamblea Nacional Constituyente, 
1991c). 
El delegatario Pérez manifestó que de aprobarse el articulado, brindando a los colombianos 
el derecho de propiedad sobre el medio ambiente usando el término patrimonio se debía hacer 
precisión de que conlleva reserva o respeto a los derechos adquiridos, ya que sería parte de 
la constitución y se debe de procurar la protección real y efectiva de todos los derechos 
(Asamblea Nacional Constituyente, 1991c). 
El Doctor Garzón consideró que no se diferenciaba entre el patrimonio común y el patrimonio 
de los habitantes, además, expresó que se estaba excluyendo el deber de los ciudadanos en la 
preservación ambiental. El constituyente Perry, expresó que según normas internacionales al 
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proponer que el medio ambiente es patrimonio común de la humanidad, no se le estaba dando 
el carácter de propiedad, sino de derecho colectivo de la comunidad colombiana (Asamblea 
Nacional Constituyente, 1991c).  
La delegataria Herrán, manifestó se debía redactar el texto bajo el rigor del derecho 
colombiano, dado que no es lo mismo establecer algo a nivel constitucional, lo cual conlleva 
obligatorio cumplimiento, frente a ceñirse a una norma de carácter internacional, las cuales 
son normas de conducta, y subrayó que el principio sobre el cual se debería debatir es el de 
derecho participativo (Asamblea Nacional Constituyente, 1991c).  
Finalmente, el doctor Rodado manifestó que estas discusiones se hacen bajo principios 
loables, propuso la creación de una subcomisión para este tema, y enunció los avances 
alcanzados, como: estar de acuerdo frente a lo que significa patrimonio  de los colombianos, 
también, al tema de generaciones presentes y futuras, así como, al derecho de todos los 
habitantes a tener un medio ambiente sano, y a su vez en que es la ley, la que tiene que dirigir 
el manejo y la protección del medio ambiente  (Asamblea Nacional Constituyente, 1991c). 
Finalizó remarcando que el desacuerdo se originaba ante la decisión de si la participación de 
la comunidad en el ambiente debería estar determinada por la ley o establecida por la 
constitución política. El resto de esta sesión no es relevante para el análisis de la propiedad  
(Asamblea Nacional Constituyente, 1991c). 
5.4. Cuarto Debate, 19 de abril de 1991, comisión quinta:   
En esta sesión se encontraba presente el Doctor Andrés Gonzales, Viceministro de Gobierno, 
considerando que la opinión y la integración de diversos actores del gobierno es fundamental 
ante un tema tan relevante en la estructura del país como la propiedad (Asamblea Nacional 
Constituyente, 1991d). 
El Doctor Gonzales formuló que su intervención recaería sobre el principio general de la 
propiedad y en los instrumentos que se han consagrado tanto en la comisión quinta, como en 
otras comisiones de la Asamblea Nacional Constituyente y en la Carta Magna de 1886, 
teniendo en cuenta que en ese momento era la norma que permitía hacer efectivo tal derecho 
(Asamblea Nacional Constituyente, 1991d).  
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Expresó que la propiedad privada es un derecho como título que tienen a su favor las 
personas, por lo que está determinado por el sujeto o la órbita en la cual este se desarrolla, 
considerando que la propiedad estatal, colectiva y demás, son diferentes desde su desarrollo, 
legislación, etc. Entonces, la propiedad privada empieza a tener una clasificación, entre 
individual y colectiva, con una reglamentación y fines muy diferentes a la estatal, o a los 
bienes de dominio público, fiscales y demás (Asamblea Nacional Constituyente, 1991d). 
Continuó, el Doctor Gonzales, refiriendo que frente al principio general de la propiedad se 
concertó que la propiedad es una función social. Para llegar a tal definición se llegó a un 
acuerdo entre los dos partidos políticos tradicionalmente principales del país, liberales y 
conservadores. Por lo que en Colombia, la propiedad se entendería como el derecho de cada 
individuo de ejercer el dominio sobre ciertos bienes, lo cual resulta en una expresión de 
democracia, y por ende asume el carácter de ser una función social dentro de la institución 
de la comunidad (Asamblea Nacional Constituyente, 1991d).  
Además, ante algunas irregularidades establecidas se contaba con la figura de extinción del 
dominio, muy diferente a la de expropiación, porque aunque se expropie se estará cumpliendo 
con una función social, la cual es un elemento primordial del estado social de derecho que se 
está proponiendo en la carta magna, adoptando un constitucionalismo de avanzada, ya que al 
proponer esta función social se protegen y exaltan derechos como a la vivienda digna,  a las 
condiciones de vida adecuadas, entre otros (Asamblea Nacional Constituyente, 1991d).   
El Viceministro Gonzales, también hizo hincapié en la importancia de recordar que por 
consagrar a la propiedad como derecho y como función social no se garantizaba su 
cumplimiento, por lo que se requerían herramientas por parte del estado para garantizar el 
verdadero sentido de la propiedad (Asamblea Nacional Constituyente, 1991d).  
Tales instrumentos debían contar con 2 características, la dimensión administrativa y la 
dimensión operativa en cuanto al resarcimiento del derecho, puesto que en ciertos planos 
jurídicos se requiere de una mayor agilidad. Propuso la declaratoria de expropiación de 
manera administrativa, con el fin de cumplir eficazmente con esta función social, recordando 
las ocasiones en que a pesar de contar con el presupuesto necesario algunas obras tardan años 
en ser entregadas debido a la oposición de algún individuo, con lo que  se debe conciliar el 
derecho de la persona y la necesidad social, y el instrumento eficaz resultaría ser la 
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expropiación con su respectivo control judicial y la indemnización (Asamblea Nacional 
Constituyente, 1991d).  
Otro instrumento es la compensación, la cual se fundamenta en las políticas redistributivas, 
teniendo en cuenta a la comunidad, y a los factores como el valor del bien, el interés de la 
comunidad, etc. (Asamblea Nacional Constituyente, 1991d). 
El último punto al que se refirió el Doctor Gonzales fue el de la propiedad solidaria, que hace 
parte de la economía social, con el fundamento de función social, dado que no se basa en el 
lucro, ni tampoco es para el uso excepcional del propietario. Este tipo de propiedad es 
especialmente avalada por las sociedades y cooperativas buscando un punto de apoyo en la 
nueva arquitectura constitucional. Sin embargo, el derecho a la igualdad debe de contener 
ciertas excepciones que deben ser analizadas con mucho cuidado para evitar que en la 
búsqueda de favorecer a ciertas personas o grupos no se desmedre el patrimonio del estado 
(Asamblea Nacional Constituyente, 1991d).   
El constituyente Marulanda aseveró que a su parecer si se pueden expropiar bienes del estado, 
teniendo en cuenta que expropiar no es transferir una propiedad de un particular al estado, 
sino es quitar el dominio, entonces si una entidad pública que posee bienes en el mercado 
comercial entorpece o no permite el desarrollo del interés general, se puede y se debe 
expropiar (Asamblea Nacional Constituyente, 1991d).  
El viceministro Gonzales, aceptó esta posición pero únicamente frente a la expropiación de 
los bienes fiscales, recalcando que la propiedad no solo tiene, sino que es una función social 
(Asamblea Nacional Constituyente, 1991d).  
El constituyente Benítez, mencionó que la propiedad es una función social, y que a pesar del 
nerviosismo que genera esta aseveración entre los gremios, a su juicio es necesario garantizar 
la propiedad privada, estatal y solidaria. También manifestó que la expropiación 
administrativa al estar en manos del estado no puede ser riesgosa, porque este es el encargado 
de proteger y garantizar los derechos (Asamblea Nacional Constituyente, 1991d).  
Se constató que el quorum presente era mínimo, y se acordó continuar el debate en la próxima 




5.5. Quinto Debate, 22 de abril de 1991, comisión quinta: 
Se verificó un quorum decisorio, y se anunció al Doctor Humberto de la calle, Ministro de 
Gobierno (actualmente, Ministerio del Interior), quien recalcó que iba a expresar las 
opiniones oficiales. Impulsó el debate sobre si la propiedad tiene o es una función social, el 
gobierno consideraba que la propiedad es una función social, y por ejemplo, la extinción del 
dominio procedería cuando algún ciudadano no cumpla con tal función. Argumentó que al 
afirmar que la propiedad tiene una función social, esta queda limitada, en cambio, al aseverar 
que es una función social, se abarcaban todas las posibilidades (Asamblea Nacional 
Constituyente, 1991e; Ministerio del Interior, 2018). 
Continuó con la diferenciación entre compensación o indemnización, en el contexto de la 
expropiación, advirtiendo que al tener en cuenta el interés general sin perjudicar a quien se 
expropia, el termino indemnización puede mal interpretarse, y hacer caer en equívocos 
propios a su naturaleza, en la que deben tenerse en cuenta factores como daño emergente y 
lucro cesante, por ello, el gobierno apoyaba el termino compensación (Asamblea Nacional 
Constituyente, 1991e).  
También remarcó la importancia de no especificar el género en que debía realizarse la 
compensación, considerando que no podía ser únicamente con dinero, pues en un país 
fiscalmente pobre plantear estas circunstancias alejaría a la justicia distributiva, muy 
necesaria en un proceso de expropiación (Asamblea Nacional Constituyente, 1991e).  
Frente a la propiedad solidaria, propuso que era parte de una categoría de la propiedad 
privada. Y ante la expropiación por vía administrativa, recalcó la inmensa necesidad de 
garantizar un proceso respetuoso del derecho a la propiedad, especialmente en temas como 
la reforma agraria, urbana y la construcción de obras (Asamblea Nacional Constituyente, 
1991e).  
El Ministro De la Calle, advirtió que contar con una jurisdicción ordinaria y una contenciosa 
para aplicar la expropiación, era improductivo y excesivo, por ello planteó la unificación en 
una corte que decidiera sobre el contenido, proceso y operación de la expropiación 
(Asamblea Nacional Constituyente, 1991e). 
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Sobre la enajenación de la propiedad del estado, insistió en que la preferencia debe 
otorgársele a las empresas de economía solidaria sin realizar distinciones entre ellas. Del 
patrimonio familiar planteó que las características de ser inembargable, inalienable e 
imprescriptible, deben analizarse a fondo (Asamblea Nacional Constituyente, 1991e). 
Posteriormente, el constituyente Lloreda, destacó que desde la reforma constitucional de 
1936, la propiedad tiene una función social, y que es imperativo, usar los términos ms 
precisos en la constitución para evitar interpretaciones erróneas (Asamblea Nacional 
Constituyente, 1991e). 
Frente al termino que debía escogerse para el resarcimiento de aquel al que se le expropia un 
bien, señaló que la expropiación no es una sanción por parte del estado, porque una propiedad 
bien puede estar cumpliendo una función social, y aun así ser expropiada, por necesidad del 
interés general. Por ello el termino más preciso es indemnización, para que el ciudadano, si 
siente vulnerados sus derechos tenga los mecanismos para defenderse y no sea de forma 
discrecional el estado quien decida una compensación, sobre alguien a quien él mismo le 
arrebató el derecho a la propiedad (Asamblea Nacional Constituyente, 1991e).   
Expuso que si el estado en cualquier momento puede decretar que se expropia un bien de 
manera facultativa, no va a producirse inversión extranjera, más aún si la reparación consiste 
en una compensación, cuya finalidad sea redistribuir los ingresos sin enmendar el daño 
causado a la persona que se le expropio, en lugar de una indemnización satisfactoria 
(Asamblea Nacional Constituyente, 1991e).  
Finalmente, reseñó el fracaso del estado para elaborar reformas, a todo nivel, en zonas 
agrarias y urbanas, por lo que es necesaria la redistribución de tierras, para la cual se requiere 
atención gubernamental inmediata frente al fenómeno que más daño le causa al país, el 
narcotráfico (Asamblea Nacional Constituyente, 1991e).  
El constituyente Marulanda refirió que la expropiación por vía administrativa era un 
mecanismo para actuar con mayor celeridad, sin desconocer el derecho a la defensa de los 
expropiados, pero cuestionó si debería proceder únicamente a los campos de construcción de 
obras públicas y de reformas agrarias y urbanas, pues al hacerlo exclusivamente en estos 
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grupos, se estaría clasificando el interés social en categorías (Asamblea Nacional 
Constituyente, 1991e).  
Luego, el Delegatario Rodado, destacó la relevancia de definir que la propiedad es una 
función social, ya que con ello se dota de un carácter totalmente estatizado, además, 
consideró que indicar la función social como una característica de la naturaleza, sería una 
interesante forma de reducir el debate, porque es preocupante que se confunda la función con 
el órgano y se esté dejando a un lado a la propiedad como derecho (Asamblea Nacional 
Constituyente, 1991e).  
También expresó que la expropiación no debe incorporarse como una sanción, pues consiste 
en el cambio de la propiedad privada a la propiedad pública, además, porque la figura 
sancionatoria ya existe y es la extinción del derecho de dominio (Asamblea Nacional 
Constituyente, 1991e).  
Continuó la intervención, el Doctor Ossa, proponiendo conservar principios básicos dentro 
del sistema que permitan además garantizarle a las asociados del estado el acceso a la 
propiedad, pues en un estado social de derecho, el bienestar social es primordial. Al referirse 
al tema de la indemnización o la compensación dentro de la expropiación, discutió sobre qué 
valor se debe dar a las propiedades, si el avaluó catastral o el comercial (Asamblea Nacional 
Constituyente, 1991e).  
Concluyó mencionando que no debe temerse a los pensamientos de los Liberales, ni a los de 
la Alianza Democrática M-19, pues sus proyectos gestionan garantías para el pueblo 
colombiano, ya que no son comunistas disfrazados, ni pretenden estatizar la propiedad 
privada con sus propuestas (Asamblea Nacional Constituyente, 1991e). 
A continuación el Constituyente Pérez, le preguntó al ministro si la diferencia entre propiedad 
teniéndola como un derecho natural, y la propiedad como función social, radica en cuál de 
las expresiones se utilizaría en el texto constitucional, además si consideraba a la propiedad 
como un derecho dado por Dios y por tal motivo que debía servir a todos, o si la función 
social de la propiedad estaba planteada por los hombres contemplando el sistema jurídico, 
del cual se infiere que la propiedad es una función social. También indagó si tomar esta 
postura no sería retroceder en derecho y por último, preguntó, si cuando se expropia en base 
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a la redistribución, la parte económica que no se le paga al propietario como indemnización, 
resulta siendo una confiscación por parte del estado (Asamblea Nacional Constituyente, 
1991e).  
Después el Doctor Garzón, recalcó la preocupación del ministro frente a la prioridad en la 
compra de la propiedad estatal por parte de empresas de economía solidaria. También destacó 
que esta discusión la están teniendo los representantes del pueblo con el fin de respetar y 
garantizar la libertad de empresa, la propiedad privada y jamás desconocer la justicia social. 
Por ello debía preponderarse la propiedad estatal, pues esta también requería una función 
adecuada (Asamblea Nacional Constituyente, 1991e). 
También decidió favorecer la economía solidaria, considerando que es una forma de 
favorecer el crecimiento del país, pero difiere en considerarla como propiedad privada, 
porque al pertenecer a este conjunto o relacionarse con él, no se configura en sí misma como 
propiedad (Asamblea Nacional Constituyente, 1991e).  
El delegatario Ospina, consideró que había 2 posturas desde la que se estaba trabajando la 
discusión dentro de la comisión, la política y la jurídica. Solicitó al ministro que aclarara su 
posición e hiciera referencia en que fundamentaba sus propuestas (Asamblea Nacional 
Constituyente, 1991e).   
Entonces el Ministro De la Calle, recalcó que el gobierno, no estaba de acuerdo, ni promovía 
la estatización de la propiedad privada, precisamente porque la propiedad es concebida desde 
el capítulo de derechos y dotarla con una función social, la engrandece, en lugar de destruirla. 
Entonces planteó que se debía manifestar primero que la propiedad es un derecho y más 
adelante, que es una función social (Asamblea Nacional Constituyente, 1991e).  
Explicó, que un derecho natural, significa que es anterior a las normas escritas, porque se ha 
ganado a través de procesos inmensos, que sobrepasan al estado, por ello hablar de derecho 
natural no representa que sea proveniente de Dios (Asamblea Nacional Constituyente, 
1991e).  
Frente a la compensación, remarcó la oposición gubernamental a que la autoridad realice la 
expropiación y a su vez valore cuanto debe de pagar por ella, es decir, se opone a que sea una 
decisión únicamente administrativa. Ante la indemnización, respaldó a que en base a razones 
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de equidad se pueda eliminar o no sea plena la indemnización. Y sostuvo que más que 
cambiar un término por otro, el centro del debate debe centrarse en proteger los intereses 
particulares y comunitarios (Asamblea Nacional Constituyente, 1991e).  
Por tal razón, el gobierno apoyaba el uso de una única jurisdicción que revisara los procesos 
de expropiación, y que el juez natural para este tipo de causas debía ser el contencioso 
administrativo, ya que al proponer esto, se concluía que el propietario tiene todo el derecho 
a su defensa y al respeto de sus garantías (Asamblea Nacional Constituyente, 1991e).  
Sobre la propiedad solidaria, reiteró que esta es una clase de propiedad privada, en tanto que 
actúa y su alcance es exactamente el de la propiedad privada. Concluyó su intervención, 
invitando a considerar las conquistas obtenidas en la reforma constitucional de 1936 sobre la 
propiedad. Se agradeció al ministro por su intervención y se levantó la sesión (Asamblea 
Nacional Constituyente, 1991e). 
5.6. Sexto Debate, 23 de abril de 1991, comisión quinta: 
Se constató un quorum decisorio, se leyó el articulado sobre hacienda pública y se informó 
la aprobación de reuniones conjuntas entre las comisiones primera y quinta para tratar el tema 
de la propiedad y los proyectos presentados frente a la misma (Asamblea Nacional 
Constituyente, 1991f).  
Varios delegatarios, aportaron propuestas de carácter metodológico para la presentación del 
proyecto, además, se propuso llegar a un consenso de la comisión quinta para la reunión 
conjunta, se decidió revisar el articulado y se modificaron aspectos tipográficos y 
gramaticales. Al mencionar que varias frases eran idénticas a las de la constitución de 1886 
se decidió que la expresión justo título debía cambiarse por, con arreglo a las leyes, para 
evitar problemas de interpretación (Asamblea Nacional Constituyente, 1991f). 
Así mismo, se acordó que la propiedad solidaria era una categoría de la privada, y por tanto, 
se determinó que tanto las categorías asociativas como las solidarias se promoverían por 
igual. Se concertó la existencia de la propiedad estatal, y que en base a su concepto y 
categorías, sigue siendo necesaria la función social y la ecológica, buscando la armonía 
(Asamblea Nacional Constituyente, 1991f).  
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En el tema de la expropiación, se consideró que se había avanzado en cuanto a que se tendría 
en cuenta el interés de la comunidad. También se estableció que la constitución no podía 
desarrollar cada circunstancia o modo de hacer algo, y que resulta más constitucional que el 
encargado de legislar sea quien estudie en que caso es jurídicamente viable la expropiación 
(Asamblea Nacional Constituyente, 1991f).  
Pero se consideró que la constitución debía declarar a la expropiación administrativa como 
un instrumento legal, que garantizaba el derecho a la defensa del propietario ante una única 
jurisdicción con la posibilidad de controvertir el acto, el valor y las demás disposiciones, 
destacando que la única excepción a esta norma surgía cuando el congreso se pronunciaba y 
manifestaba que la expropiación tenía lugar por motivos de equidad social (Asamblea 
Nacional Constituyente, 1991f). 
La parte del articulado referente a la ocupación en caso de guerra y la propiedad intelectual 
fue aceptada unánimemente sin mayor discusión entre los delegatarios. Un tema muy 
controvertido, fue la confiscación, en la que se determinó usar la carga de la prueba, en la 
que le correspondía probar al afectado que su propiedad era legal y no al estado. También, 
se decidió promover el acceso de los ciudadanos a la propiedad privada por parte del estado, 
teniendo en cuenta a las asociaciones y sindicatos (Asamblea Nacional Constituyente, 
1991f).  
Cada delegatario presentó su opinión en temas de redacción frente a las propuestas 
enunciadas, con lo que se desencadeno un debate intenso frente a todo el proyecto del 
articulado, con grandes roces ideológicos entre los constituyentes, donde algunos pensaban 
que debía alcanzarse un consenso mientras otros defendían arduamente su posición y 
planteaban llevar sus propuestas a la plenaria (Asamblea Nacional Constituyente, 1991f).   
Al finalizar la participación de los delegatarios, el presidente de la comisión trato de sintetizar 
las intervenciones de los constituyentes y refirió que en la reunión conjunta presentaría las 
posiciones de la comisión, manifestando cuales eran los puntos y los proyectos sobre los que 
no se alcanzó un acuerdo (Asamblea Nacional Constituyente, 1991f).  
Se decidió que durante la reunión conjunta se permitiría que los delegatarios de la comisión 
primera tomaran la palabra, con lo que el Doctor Perry y el Doctor Rodado elaborarían un 
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borrador sobre lo planteado y al final de la sesión, los constituyentes de la comisión quinta, 
que lo consideraran necesario podrían intervenir. Así se levantó la sesión. (Asamblea 
Nacional Constituyente, 1991f). 
6. Conclusiones 
Se alcanzó el objetivo general de esta investigación, porque se logró extraer, describir y 
analizar la concepción político-ideológica de la propiedad privada, que se propusieron 
implementar los delegatarios de la Comisión Quinta dentro de la Asamblea Nacional 
Constituyente, como una noción novedosa, que se desliga del derecho clásico y que tiene 
diversas expresiones en todo el sistema jurídico colombiano.  
Para llegar a este resultado, se realizó una búsqueda física y virtual, de todas las actas 
almacenadas en la biblioteca Luis Ángel Arango de Bogotá, para hallar las actas de la 
Comisión Quinta de la Asamblea Nacional Constituyente relevantes en el tema de la 
propiedad privada, se verifico cada acta en la página web de la biblioteca, ya que estas se 
encuentran microfilmadas, sin embargo, por el estado y deterioro propio que causa el pasar 
del tiempo, la lectura de las mismas se convirtió en un ejercicio de perseverancia debido a la 
dificultad que presentaba la comprensión de algunos documentos a causa de su ilegibilidad.  
Posteriormente, se realizó el análisis de las tendencias  políticas e ideológicas que se dieron 
en los 6 debates seleccionados, que tuvieron ocasión en el seno de la Comisión Quinta, a 
partir de la lectura y posterior reflexión crítica de los mismos, estableciendo así: los 
principales postulados discutidos, las intervenciones primordiales de los constituyentes en 
las sesiones de los debates en donde se pudieron observar posturas marcadamente opuestas 
y controversias en las propuestas de los representantes de los distintos partidos políticos 
frente a los temas que se querían examinar. 
En el primer debate, se presentó el articulado sobre el cual se entraría a debatir en relación a 
la propiedad, en el que se pretendía analizar el significado y el alcance de la propiedad. 
Adicionalmente se estudiaron conceptos, como: la expropiación, la confiscación, la función 
social y ecológica y las clases de propiedad, considerando a la propiedad no únicamente 
desde la obtención de ganancias económicas, sino buscando el fortalecimiento del país al 
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otorgarle una función social, y ecológica pensada para el futuro, estableciendo que fuera 
respetuosa del ambiente.  
La propiedad privada fue concebida como una manera en que el hombre logra realizarse y 
por tanto se apostó a ella para conseguir la paz y salir de la situación en la que se encontraba 
el país. La expropiación era necesaria, pero no se avalaba la expropiación administrativa, 
para evitar abusos de poder. Aunque en caso de guerra, era totalmente avalada, pues se usaba 
para proteger los intereses nacionales. Se concebía y mantenía la confiscación, para mostrarle 
al pueblo colombiano que los actos ilegales serian castigados y se expresó la seguridad 
jurídica sobre los bienes estatales al concederle la calidad de inembargables, imprescriptibles 
e inalienables.     
A continuación, en el segundo debate se continuó la discusión sobre al alcance de la 
propiedad y diversos conceptos que se recogían del articulado propuesto y que no se 
alcanzaron a dilucidar en el primero. Se estableció si la preferencia a las empresas solidarias 
ante la enajenación de los bienes del estado era contraria a los presupuestos sociales, o si la 
propiedad debía diferenciarse entre privada o pública, con algunos subgrupos, y, finalmente 
si la expropiación administrativa procede para reformas, urbanas, agrarias y obras públicas.   
En el tercer debate, se realizó la votación sobre la parte del articulado que influía en temas 
como el medio ambiente y el derecho colectivo, puesto que no existía unanimidad, además, 
se brindó el espacio para intervenciones de líderes sindicales y gremiales quienes presentaron 
sus propuestas y dudas frente al tema en cuestión. Estos fueron enfáticos en que la propiedad 
es un derecho y no una función social, y en que el modelo económico no debe ser dirigido 
por el gobierno, igualmente en que la expropiación era justa, siempre y cuando se revisara en 
base a un mandato judicial.   
En el cuarto debate, intervino el viceministro de gobierno de la época, aportando el punto de 
vista que la administración tenía frente al tema de la propiedad, resaltándola como derecho y 
como función social, así como expresión de la democracia, y por lo cual precisaban 
herramientas que garantizaran esa función social como la expropiación, la extinción de 
dominio y respaldó la expropiación de bienes del estado.  
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En el quinto debate, se examinó el concepto de la función social como elemento de la 
naturaleza de la propiedad, la expropiación, la compensación y la indemnización. El Ministro 
de Gobierno de la época, terminó de exponer la posición del gobierno, argumentando que 
para evitar equívocos en la expropiación, era mejor usar la figura de la compensación, y que 
lo más productivo era la conformación de una sola jurisdicción para realizar este proceso.  
En el sexto debate, al considerar que sería el último que se realizaría en el seno de la Comisión 
Quinta, se sintetizaron todas las propuestas planteadas, teniendo en cuenta los puntos en los 
que aparentemente se tenía armonía y en los que no se había logrado llegar a un acuerdo 
sobre el articulado de la propiedad.   
Luego de analizar los debates, se identificaron las proyecciones que llevaron a conformar el 
concepto jurídico de la propiedad privada en cada debate, y como ya se habían recogido las 
tendencias políticas e ideológicas que marcaban la pauta en la discusión sobre la construcción 
jurídica de la propiedad, se identificó que para los delegatarios la función social que le 
querían dar a la propiedad era la mayor preocupación y el tema más controvertido. 
Debido a que buscaron darle a la población un derecho que fuera de igual forma una 
responsabilidad social, para que cuando el individuo usara su propiedad, lo hiciera con 
respeto, dentro de los límites de la legalidad y pensando en el desarrollo de la sociedad, por 
lo cual sabiamente se le otorgo una función ecológica a la propiedad, considerando que para 
alcanzar el crecimiento social era necesario tener respeto y robustecer en gran medida la 
protección al medio ambiente. 
También, al entender a la propiedad como una función y un derecho, se requería de un 
balance y unos presupuestos que debían cumplirse y respetarse para alcanzar el fin que se 
pretendía dentro de la política del estado. 
Contemplando la  importancia de este derecho, se acordó que para lograr el respeto de todas 
sus características y clases, era necesario interponer sanciones cuando se dejaran de cumplir 
sus funciones, y así se adoptaron figuras que contrariaban la cultura jurídica ortodoxa, como 
la acción de extinción de dominio, además, se avalaron otras como la expropiación, pero no 
como sanción, sino como una decisión de los representantes del pueblo, para construir  y 
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preferir el interés general, y después de un arduo debate se decidió que el concepto más 
apropiado entre indemnización y compensación, era el de indemnización.  
En definitiva, la ideología política y jurídica, con que se quiso dotar a la propiedad, fue la de 
un derecho trascendental, con responsabilidades o funciones económicas, sociales y 
ecológicas, para el presente y también pensadas en el futuro de la nación, con  una nueva 
estructura jurídica e instituciones novedosas, que aún hoy en día,  no se logra completamente,  
pero que para la época representaba un derecho mediante el cual la ciudadanía comprendiera 
el proyecto de nación que se pretendía, el cual propagaba una cultura del trabajo dentro de la 
legalidad para acceder a los bienes.  
La propiedad surgió como un derecho que el estado protegería y promovería arduamente, al 
considerarla como un pilar en que el país debía apoyarse para dejar atrás la delicada situación 
en que se encontraba inmerso, y de la cual lamentablemente aún se encuentran graves 
resquicios en todas las esferas de la sociedad.  
Tanto así, que hoy en día se ha dejado de lado la consideración más básica, de que la 
propiedad es un derecho y una función social que pretende que los bienes deben ser producto 
del esfuerzo de un trabajo digno, el cual solidifica los más altos valores de la sociedad y en 
cambio se ha retomado y afianzado el derecho civil como marco y forma jurídica para regular 
el derecho de la propiedad, desconociendo sus orígenes constitucionales.  
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